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Defensoría
ile! consumidor

Denunciante:

TRIBUNAL

SANCIONADOR

Fecha: 26/10/2022
Hora: 11:12 a.m.

Lugar: San Salvador.

RESOLUCIÓN FINAL

INTERVINIENTES

Presidencia de la Defensoría del Consumidor.

Referencia: 599-2020

Proveedora denunciada: 01GI.S.A.DEC.V.

II. ANTECEDENTES Y HECHOS DENUNCIADOS
" La Presidencia expuso, en síntesis, que en el establecimiento denominado "Gigi Santa Ana", ubicado en

municipio y departamento

de Santa Ana-propiedad de la proveedora denunciada-, en fecha 19/11/2019 se llevó acabo una inspección
donde se verificó la existencia de un barmer publicitario, el cual se encontraba colocado en la vitrina de la
entrada principal del establecimiento. Dicho banner literalmente se leía: Sale Pink Friclay Gigi. Hasta 65%
off. «Restricciones aplican. Promoción válida del 11 al 24 de nov de 2019. «Marca Nicole Lee hasta el
64% de descuento", se verificó que dicho banner contaba con fecha de inicio yfecha de finalización de la
promoción uoferta, la cual dio inicio el día 11/11/2019 yfinalizaba el 24/11/2019.

En cuanto a las restricciones ocondiciones aplicables a la promoción yoferta, manifestó la persona que

atendió que eran las siguientes: la misma era aplicada solo aproductos de ¡a marca Nicole Lee ydentro de
ésta, únicamente en productos seleccionados. Dichas restricciones no se encontraban plasmadas por escrito
en el banner publicitario, ni tampoco se encontraban plasmadas dentro del establecimiento através de cartel
uotro medio idóneo. Al respecto, manifestó dicha persona que esto se daba aconocer de manera verbal alos

consumidores.

III. INFRACCIÓN ATRIBUIDA Y ELEMENTOS DE LA INFRACCIÓN.
1. Tal como consta enauto de inicio (fs. 5-7), se adujo que existe una contravención a lo dispuesto enel

el articulo 4letra c) de laLey de Protección al Consumidor -LPC-, el cual establece que es un derecho básico

de los consumidores recibir del proveedor la información completa, precisa, veraz, clara y oportuna que

determine las características de los productos y servicios a adquirir, asimismo, la letra d) de la misma

disposición establece que los consumidores tienen derecho aser protegidos contra la publicidad engañosa o

falsa en los términos establecidos en el inc. 4o del artícxúo 31 de esta ley. Además, el inciso primero del

artículo 27 de la LPC, al referirseal derechode información establece que engeneral, las características de

los bienes y servicios puestos a disposición de los consumidores, deberán proporcionarse con información

en castellano, deforma clara, veraz, completay oportuna.

Asimismo, de conformidad con la letra b) del artículo 31 de la LPC se considerará publicidad ilícita la

publicidad engañosa o falsa, es decir cualquier modalidad de información o comunicación de carácter
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publicitario, total oparcialmente falsa, oque de cualquier otro modo, incluso por omisión, sea capaz de
inducir aerror, engaño oconfusión al consumidor, pudiendo afectar su comportamiento económico.

Lo anterior daría lugar a la infracción establecida en el artículo 43 letra g) de la LPC, al realizar
directamente la difusión de publicidad falsa, la cual, es calificada como grave, yde acuerdo col el artículo
46 de la misma normativa se sancionaría con multa hasta de doscientos salarios mínimos mensuales urbanos
en la industria.

2. Concerniente ala mencionada infracción, este Tribunal en resolución pronunciada el día 01/03/2012,
en el procedimiento clasificado bajo la referencia 801 -2011, expresó que la publicidad engañosa ofalsa puede
ser agrupada de la siguiente manera: "(...) a) Presentar -total oparcialmente- dalos falsos (es decir
inexactos, incorrectos odesajustados ala realidad), b) La publicidad que, incluso por omisión, sea capaz
de: (1) inducir aerror: ocurriendo que los datos no sonfalsos, pero se presentan de manera que producen
una percepción equivocada de la realidadpublicitada; (2) producir confusión: cuando la información en la
publicidad es contradictoria, oscura, desordenada o mezclada de forma que no puede reconocerse
claramente la oferta publicitaria; y(3) producir un engaño: cuando se presenta de manera que aparente
una verdad, es decir, una realidad distinta ala existente (...) elperjuicio al consumidorpuede ser causado
por: (...) (1) lafalsedad de contenido material del anuncio, opor el engaño en su modo de presentación; y
(2) Por la omisión de datosfundamentales de los bienes, actividades oservicios (...) ".

En relación al artículo 31 de la LPC -denominado publicidad engañosa ofalsa-, la Sala de lo Contencioso
Administrativo (SCA), en resolución de fecha 28/05/2016, en el proceso con número de referencia 123-2011,
expuso: "Lo anterior enfatiza las siguientes situaciones: (i) el cumplimiento de lapresentación clarayveraz
de la información de los bienes o servicios contenida en las ofertas, promociones ypublicidad no es una
facultad sino una obligación para quien publica; ii) la información contenida debe corresponder con las
condiciones reales de los bienes oservicios anunciados; (iii) los datos deben ser susceptibles de verificación,
de confirmaciónyademás suficientes; y, (iv) no deben generar dudas en el usuario de lo que está comprando
odel servicio que está adquiriendo. Bajo esa lógica, se entenderáporpublicidad engañosa ofalsa, aquella
que sea capaz de inducir a error, engaño o confusión al consumidor, por ser «total oparcialmente falsa
inclusopor omisión))".

Además, en la resolución de fecha 08/01/2016, en el proceso con número de referencia 344-2010, dicha

Salamencionó: "El análisis delcontenido dedichapromoción debe realizarse de unaforma integral, locual

está referido a que además del contenido del mismo, se deben tomar en cuenta otros elementos tales como

su estructura, tipografíay diseño, siemprey cuando éstapueda influir o tener un impacto en el consumidor,

ya que como se dijo anteriormente con la publicidad se trata de comunicar un mensaje, que tendrá un

impactosocialy económico en los consumidores, el cual dependeráde lo que se pretenda informar, recordar

y persuadir, de acuerdo a lo que el proveedor desee llevar a cabo en el mercado. De ahí que, es obligación
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de quien publica verificar que la información se
derechos de los consumidores".

brinde de una forma clara y veraz, garantizando así los

"^ CONTESTACIÓN DE LAPROVEEDORA DENUNCIADA

1. El día 16/06/2022 se recibió escrito firmado por el licenciado .Q«len actlia
en calidad de apoderado de la proveedora GIGI, S.A. DE C. V., lo cual demuestra através de copia certificada
por notario de testimonio de escritura pública de poder otorgado asu favor (fs. 13-15). Mediante dicho
escrito, adjunta documentación la cual consta de fs. 13-115, señala medio técnico para recibir notificaciones
ycontesta en sentido negativo el traslado conferido por este Tribunal por medio de resolución de fs. 5-7;
exponiendo, en síntesis, los siguientes argumentos:

A. Que, conforme a la sentencia pronunciada por la SCA de las quince horas con cincuenta ycuatro
minutos del día 27/10/2020 con referencia 166-2013, alega la prescripción del procedimiento administrativo;
en donde, entre otras cosas, se mencionó que la LPC no contempla un plazo de prescripción del
procedimiento, por lo que para llenar el vacío legal se aplica el artículo 34 número 3) del Código Procesal
Penal, yse determina que el plazo de prescripción del procedimiento administrativo sancionador es de un
año a partirde la últimaactuación relevante.

En ese sentido, señala, que en apego ala referida sentencia se evidencia que la última actuación relevante
es la denuncia interpuesta ante este Tribunal por la Presidencia de la Defensoría del Consumidor, en fecha
09/03/2020. Por lo que -según su dicho- conforme a las disposiciones y razonamientos expresados por la
SCA el procedimiento se encuentra prescrito, por haber transcurrido más de un año desde la presentación de
la denuncia hasta la notificación de la resolución de inicio (09/06/2022).

B. Arguye, que su mandante es una sociedad que no genera ingreso alguno, no tiene negocios abiertos

ni opera comercialmente desde marzo de 2020. Por ello, y en virtud de los principios de eventualidad,

razonabilidad yproporcionalidad, solicita que tal circunstancia sea considera al momento de lainterposición

de la sanción. Parasustentar su dicho, presenta declaraciones de IVA desde noviembre de 2019 a abril de

2022, declaraciones de renta del ejercicio fiscal de los años 2019 al 2021, resolución del juez 4o de lo Civil

y Mercantil de San Salvador de las nueve horas con cuarenta y seis minutos del día 23/09/2020, y resolución

del juez 2o de lo Civil y Mercantil de San Salvadordel día 18/03/2020.

2. En relación a los argumentos vertidos por la denunciada, este Tribunal estima conveniente hacer

referencia los siguientes tópicos: la potestad sancionadora de la Administración Pública y el principio de

seguridad jurídica (A); la prescripción del procedimiento sancionador (Tí); caducidad administrativa a nivel

doctrinario y jurisprudencial (C); la eficacia de los actos administrativos (D); integración de las reglas

procesales de la LPA (E); aplicación al caso de mérito (F).

A. La potestad sancionadora de ¡a Administración Pública y el principio de seguridadjurídica.

Al respecto, se debe mencionar que esta surge de la atribución conferida por el artículo 14 de la

Constitución de la República, así se ha afirmado por la Sala de lo Constitucional en su sentencia de



Inconstitucionalidad 8-97 de las doce horas del 23/03/2001, en la cual literalmente dice: "que si bien es cierto
que existe una potestadjurisdiccional, que exclusivamente es ejercida por el Órgano Judicial, dentro de la
cual se encuentra lafacultad de imponerpenas según el Artículo 14 de la Constitución, también existe una
potestad sancionadora de la Administración Pública, conferida en el mismo Artículo; en la actualidad se
acepta dichapotestad dentro de un ámbito más genérico yse entiende que la mismaforma parte, junto con
lapotestadpenal de los tribunales, del ius puniendi superior del Estado, que además es único; de tal manera
que aquellas no son sino simples manifestaciones concretas de este (...) ".

Es así que se ha establecido que tanto el procedimiento sancionatorio como el proceso penal, devienen
del mismo ius puniendi que, al ser uno, deben aplicarse los principios del derecho penal al proceso
administrativo sancionador; muestra de esta afirmación es la aplicación del principio de legalidad,
entendiéndose por éste como el principio fundamental del derecho público conforme al cual todo el ejercicio
del poder público debería de estar sometido a la voluntad de la ley y no a la voluntad yel arbitrio de sus
integrantes, es decir, asegura a los destinatarios de la ley que sus conductas no puedan ser sancionadas sino
en virtud de la misma.

Acotando lo anterior, es preciso relacionar la aplicación del principio de seguridad jurídica tal como lo
establece la Sala de lo Constitucional en la inconstitucionalidad con referencia 15-99 de fecha 13/08/2002,
mantiene que: "-por seguridadjurídica se entiende la certeza que el individuo posee, en primer lugar, de
que su situación jurídica no será modificada o extinguida más que por procedimientos regulares y
autoridades competentes, ambos establecidos previamente. Y, en segundo lugar, la certeza de que dichos
actos respetarán loestablecido legalmente sin alterar elcontenido esencial de laConstitución (...) ".

Así mismo, la SCA en resolución con referencia 27-2010 de fecha 23/06/2019 determinó que "el

principio de seguridad jurídica regula la no perpetuidad de la persecución administrativa, siendo una

limitante al ejercicio del ius puniendi del Estado, debiendo así, cumplir con los plazos previamente
establecidos en la ley"

B. La prescripción del procedimiento sancionador.

La potestad de la Administración Pública para imponer sanciones derivada del artículo 14 de la

Constitución, donde se regula el ius puniendi del Estado, debe ser ejercida conforme a límites, directrices y

orientaciones constitucionales. A estos propósitos, los principios del Derecho Administrativo Sancionador

derivados del Derecho Punitivo del Estado, delimitan la potestad sancionadora en un marco en el que la

Administración Pública debe obligatoriamente desenvolverse para garantizar que los procedimientos

sancionadores y sus eventuales sanciones sean conformes a la Constitución y a la ley.

En el caso en estudio, cobra relevancia el análisis de la prescripción del procedimiento sancionador. Así,

la figura de la prescripción está basada en la seguridadjurídica, de manera que es indispensable que exista

un plazo máximo para que la Administración Pública pueda ejercer la potestad sancionadora frente a la

comisión de una infracción administrativa, y se dé certidumbre a los ciudadanos que las posibles



¿o^u^slk^adas de comportamientos contrarios ala ley no se perseguirán yca¡ti¡¡rán de manera
indeterminada en el tiempo.

Como se observa, en la estructura de este principio se encuentra un componente temporal definitorio
que determina un plazo para que la Administración pueda resolver un procedimiento sancionatorio, bajo la
consecuencia que de no culminarse el mismo dentro del referido espacio temporal, la administración se
encontraría inhibida de hacerlo dado que cualquier posible actuación procedimental se entendería
extemporánea ydevendría en ilegal por no estar precedida del debido procedimiento.

En ese sentido, la prescripción del procedimiento es consecuente con la seguridad jurídica del presunto
infractor, el cual debe tener la certeza del tiempo en que puede imponerse una sanción. Es así que, desde la
perspectiva del ciudadano, la prescripción garantiza al presunto infractor que conozca hasta cuándo puede
sancionarse la conducta ilícita cometida. Por lo tanto, si la Administración Pública deja transcurrir este plazo,
la consecuencia lógica es que el procedimiento prescriba yeste debe archivarse, al no haber usado la potestad
para sancionar dentro del margen temporal establecido.

C. Caducidadadministrativa a nivel doctrinario y jurisprudencial.

Por otra parte, este Tribunal tiene abien recordar la naturaleza yefectos de la caducidad administrativa
que de acuerdo ala legislación nacional deberán aplicarse acasos donde haya transcurrido el plazo para que
opere la misma. Tal como lo establece la doctrina del derecho procesal administrativo, la caducidad es una
figura procesal que regula la terminación anormal o anticipada del procedimiento administrativo, que se
refiere a un hecho jurídico-procesal específico: el trascurso de un plazo procesal señalado por ley. Por

ejemplo, transcurrido el plazo previsto para el ejercicio de un derecho, o la realización de un trámite, o la

interposición de un recurso, la doctrina procesal establece que seentenderá por perdido el derecho, trámite o

recurso que hubiere dejado de utilizarse. La caducidad también dará lugar a la terminación de un proceso,

extinguiéndolo porel hecho de que no ha habido actividad procesal alguna en el plazo que establece la ley.

En otros términos: en virtud del interés general, dentro del ordenamiento jurídico la caducidad se crea para

que lasacciones y recursos sean ejercidos dentro de un plazo concreto, de manera que losprocedimientos no

queden estancados indefinidamente, y que los derechos o potestades otorgados en términos favorables sean

realmente aprovechados por sus titulares.

En el ámbito del derecho público administrativo y sobre el tema de la caducidad acaecida dentro de un

procedimiento sancionador, la SCA en reciente jurisprudencia ha afirmado que la caducidad es unafigura

jurídica de naturaleza netamente adjetiva, y la define como unaforma de terminación del procedimiento

administrativo por superación delplazo máximo para resolver, cuyo incumplimiento impide suprosecución

y resolución final; es decir, supone, la terminación de un procedimiento sancionador sin una resolución

sobre el fondo, cuando éste, se encuentra detenido durante un plazo excesivo de tiempo, sin que le sea

notificada al administrado resolución expresa. (Sentencia referencia 153-2014, de fecha 27-09-2019).
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En dicha resolución la SCA sostiene que cuando la caducidad es producida exclusivamente por causa
de la Administración Pública, imposibilita aque la autoridad, ante su propia inactividad, continúe instruyendo
un procedimiento sancionatorio fuera del plazo legalmente establecido para ello. Es decir, que una vez
iniciado un procedimiento si éste no concluye en el plazo legal, la consecuencia jurídica es que el mismo
caduca, configurándose entonces una forma de darlo por finalizado.

D. La eficacia de los actos administrativos.

Sobre este tema, la SCA en la sentencia pronunciada alas once horas con cuarenta yun minutos del día
12-06-2020, en el proceso con referencia 376-2013, detalló que "La eficacia de los actos administrativos,
consiste en la capacidad de un acto que se reputa válido [con independencia de la validez intrínseca] para
producir los efectos que el ordenamiento jurídico ha previsto, para la concretafunción administrativa que
se ejerce. Así, la eficacia es ordinariamente inmediata.

En adición a ello, la eficacia de los actos administrativos alude a su cualidad de producir efectos
jurídicos; y se diferencia si los actos son ad-intra, dentro delfuncionamiento interno de la administración

misma, sinproducir efectos hacia terceros, comopor ejemplo una delegación de competencias, que es válida

y eficaz desde elmomento mismo en que seperfecciona ladelegación; o bien cuando los actos ad-extra, esto

es cuando un acto ha de producir efectos en un administrado ajeno a la autoridad que adopta el referido
acto, o bien tienen la condición de interesado en sentido técnico en elprocedimiento en que se trate, en este

caso, por reglageneral, el acto será eficaz apartir de su comunicación.

Sobre losactos ad-extra, resulta relevante mencionar que ésta [sic] eficacia pende de la naturaleza del

acto mismo, concretamente, si el acto esfavorable o desfavorable para el destinatario.

Los primeros, generadores dederechos, favorecen a sudestinatario con laampliación desupatrimonio

jurídico, otorgándole o reconociéndole un derecho, una facultad, un plus de titularidad o de actuación,

liberándole de una limitación, de un deber, de un gravamen, produciendo un resultado ventajoso. Los

segundos, inciden deformanegativaen la esferajurídica del destinatario, privandoo restringiendo derechos

o intereses jurídicamente protegidos, o colocándolo en una situación de desventaja.

En relación con lopuntualizado, la doctrina ha sostenido que «...los actosfavorables son eficaces desde

su emisión, y los desfavorables desde su notificación...» [AYALA, José María, et al Manual de Justicia

Administrativa., Consejo Nacional de la Judicatura, primera edición, 2003, San Salvador, p. 69] (...) en

consecuencia, si no hay notificación del acto no tiene eficacia y no existe el debido procedimiento

administrativo. [MEJÍA, Henry Alexander. "Manual de Derecho Administrativo", Editorial Cuscatleca,

primera edición, 2014, San Salvador, p. 198]" (los textos resaltados son nuestros).

E. Integración de las reglasprocesales de la LPA.

El artículo 89 inciso 2o que establece: "El procedimiento administrativo deberá concluirse por acto o

por resoluciónfinal en elplazo máximo de nueve meses posteriores asu iniciación (...) ", teniendo en cuenta

que el artículo 26 señala: "Los actos administrativos producirán sus efectos desde que se comuniquen a los
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interesados, excepto si únicamente producen efectos favorables, ono procede su notificación (...)",
relacionado con el artículo 97 inciso Io el cual determina: "Todo acto administrativo que afecte aderechos
ointereses de las personas, tendrá que ser debidamente notificada en el procedimiento administrativo".

De acuerdo con dichos parámetros, este Tribunal Sancionador es del entendimiento, que existe un
máximo de 9 meses contados a partir del día siguiente de la notificación del auto de inicio del
procedimiento administrativo sancionador para emitir resolución final. Por otro lado, la misma LPA en
su artículo 82 inciso 4o establece que: "Si el plazo sefija por meses oaños, estos se computaran defecha a
fecha (...) ", es decir, el plazo de los 9meses, debe computarse en días calendario. Una vez concluidos estos
9meses la LPA regula los efectos legales del acaecimiento de la finalización de este plazo en su artículo 114
numeral 2, establece que: "En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras
o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables ode gravamen, se producirá
la caducidad. En estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones,

con los efectos previstos en esta Ley".

F.Aplicación al caso de mérito.

i) En primer lugar, es importante mencionar que el argumento principal de la proveedora está
fundamentado en jurisprudencia de la SCA (referencia 166-2013), por medio de la cual concluye que elplazo
de prescripción del procedimiento cuando la ley no regula expresamente es de un año contado apartir de
laúltima actuación relevante, por aplicación de construccionesjurisprudenciales.

Ahora bien, advierte este Tribunal que dichas resoluciones emitidas por la SCA fueron para casos

iniciados antes de la entrada en vigencia de la LPA, es decir, cuando no existía como tal la figura de la

caducidad para los procedimientos administrativos sancionáronos; por lo que tal circunstancia llevó a la
necesidad que -vía jurisprudencia- se estableciera un plazo procesal para la emisión de pronunciamientos de
fondo, con lafinalidad de garantizar laseguridad jurídica, pues si bien siempre haestado regulado en laLPC

laprescripción de la infracciones (lo que implica también un límite temporal para que un consumidor pueda

activar lapotestad sancionadora de este Tribunal), antes de laentrada envigencia de laLPA una vez iniciado

el procedimiento no se encontraba regulado un plazo perentorio para dictar la resolución final.

La anterior aclaratoria es de suma importancia para el caso de mérito, pues el mismo ha sido iniciado

conforme a las reglas de la LPA, en donde ya se consigna la figura de la caducidad, es decir, que una vez

iniciado el procedimiento administrativo sancionador (el cual, como fue mencionado previamente, se

entiende así a partir del auto de inicio notificado) este ente colegiado cuenta con 9 meses para emitir una

resolución de fondo.

En definitiva, el plazo de prescripción de las infracciones consignadas en la LPC es de 3 años contados

a partir del día siguiente en que ocurrieron los hechos, la cual se interrumpe con el auto de inicio notificado,

y una vez notificada la resolución de inicio se entiende que a partir de ese momento corre el plazo de

caducidad del procedimiento, el cual según la LPA es de 9 meses. Así, en el presente caso la fecha de los



hech0S aconteció el 19/11/2019, por lo que el plazo de prescripción es hasta el 20/11/2022; es decir, que es
dentro de ese período en el que este ente colegiado puede dar inicio al procedimiento; el inicio del
procedimiento fue notificado en fecha 09/06/2022, lo que implica que el plazo de prescripción de la infracción
fue interrumpida dentro del marco legal, y, asu vez, apartir de esa fecha se empiezan acontar los 9meses
para evitar la caducidad del procedimiento, plazo que finaliza el 09/03/2023.

En consecuencia, yen virtud de los argumentos vertidos, este Tribunal estima procedente declarara
lugar la excepción de prescripción interpuesta por la proveedora denunciada.

V. HECHOS PROBADOS/VALORACIÓN DE PRUEBA
1. De conformidad con los artículos 146 de la LPC y 106 inc. 3o de la LPA, las pruebas oportunas,

pertinentes yconducentes aportadas en el procedimiento, serán valoradas conforme a las reglas de la sana
crítica; a excepción de la prueba documental, la cual se realizará conforme al valor tasado de la misma en el
derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Constitucional en la resolución final pronunciada en el proceso acumulado
con número de referencia 23-2003/41-2003/50-2003/17-2005/21-2005, de fecha 18/12/2009, en lo que
concierne al valor tasado de las pruebas mencionó: "Cuando la 'utilización' de la máxima de experiencia
viene predeterminada por la norma procesal, hablamos del sistema de valoración denominado prueba
tasada o tarifa legal; es decir, en la prueba tasada o tarifa legal, lo que hace ellegislador es proveer una
de las máximas que deben integrarse al razonamiento probatorio del juez, como la premisa mayor del
silogismofundamental sobre cada medio de prueba (...) el legislador señala una lista de medios de prueba
y a cada una le asigna un determinado y preciso valor probatorio -certeza objetiva-; es decir que, en este
caso, amparado en la seguridadjurídica, el legislador determina previamente la máxima de experiencia,

aunque con distintafuerza dependiendo de laprueba de que se trate". (Los resaltados sonnuestros).

Dicho esto, el art. 106 inc. 6o de laLPA dispone: "Los documentos formalizados por losfuncionarios a

los que se reconoce la condición de autoridad y en los que, observándose los requisitos legales

correspondientes se recojan loshechos constatadosporaquellos, haránprueba deestos salvo que se acredite

lo contrario ".

Además, el artículo 341 del Código Procesal Civil y Mercantil determina el valor probatorio de los

instrumentos, así: "Los instrumentos públicos constituirán pruebafehaciente de los hechos, actos o estado

de cosas que documenten; de la fecha y personas que intervienen en el mismo, así como del fedatario o

funcionario que lo expide. Los instrumentos privados hacen prueba plena de su contenido y otorgantes, si

no ha sido impugnada su autenticidad o ésta ha quedado demostrada. Si no quedó demostrada tras la

impugnación, los instrumentos se valorarán conforme a las reglas de la sana crítica". (Los resallados son

nuestros).

Finalmente, el artículo 63 del Reglamento de la LPC, viene a reforzar lo estipuladoen el derecho común

al establecer: Lasactasmediante las cuales losfuncionarios de laDefensoría hagan constar las actuaciones
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______^^ ofalsedad.
El mismo valorprobatorio tendrán los informesyotros documentos que emitan losfuncionarios yempleados
de la Defensoría, en elejercicio de sus funciones.

Así las cosas, para determinar los hechos probados relacionados con la comisión de la infracción regulada
en el artículo 43 letra g) de la LPC, se seguirán las disposiciones citadas previamente.

2. Consta en el expediente administrativo los siguientes medios de prueba:
a) Acta N° SA1803/2019 —fs. 3— de fecha 19/11/2019, por medio de la cual se establece que la

Defensoría del Consumidor, en virtud de verificar el cumplimiento de la ley, realizó inspección en el
establecimiento propiedad de laproveedora denunciada.

b) Impresión de fotografía que contiene rótulo en donde se consigna la publicidad "Sale Pink Friday
Gigi. Hasta 65% off. 'Restricciones aplican. Promoción válida del 11 al 24 de nov de 2019. *Marca Nicole
Lee hasta el 64% de descuento" (fs. 4). Através de dicha documentación, se establece la forma en que la
proveedora ofreció los referidos productos.

VI. ANÁLISIS DE LA CONFIGURACIÓN DE LA INFRACCIÓN
i. Delimitado los elementos de la infracción del artículo 43 letra g) de la LPC (romano IIIde la presente

resolución), corresponde ahora hacer el análisis, conforme a los hechos probados (romano V), para
comprobar siha existido vulneración a las disposiciones de laLPC.

A. Así, pues, la Presidencia sostiene que la proveedora GIGI, S.A. DE C.V., divulgó un anuncio
publicado por medio de banner el cual literalmente dice: "Sale Pink Friday Gigi. Hasta 65% off.
♦Restricciones aplican. Promoción válida del 11 al 24 de nov de 2019. *Marca Nicole Lee hasta el 64% de
descuento"; pero, al realizar inspección se determinó que la proveedora omite datos fundamentales con
respecto al ámbito de aplicación de la promoción ypresenta información contradictoria respecto de la misma.
La publicidad en análisis no indica que laoferta especial se limita a una sola marca, pues de lasola lectura

del texto no se infiere que sea la única marca a la cual aplica la promoción, por el contrario, de un análisis

conjunto del banner se desprende la idea de que, entre toda la mercancía del establecimiento, existen

productos con un porcentaje de descuento queasciende hasta el 65%.

B. De lo anterior, se advierte que la publicidad carecía de datos precisos que permitiera a los

consumidores discernir la existencia de los productos mencionados en la publicidad a los cuales les aplicaba

los porcentajes de descuento, es decir, que la faltade claridad en cuanto a quesóloera una marca a la cual le

aplicaba los porcentajes de descuento implica una inseguridad jurídica para los consumidores en atención a

lo ofertado por la proveedora. De esta manera, se comprueba que la publicidad en referencia con la omisión

de los elementos antes referidos es capaz de persuadir e inducir a error al consumidor; por lo que se trata de

una publicidad engañosa.

En consecuencia, se tiene por establecida la infracción estipulada en el artículo 43 letra g) de la LPC

"Realizar directamente, n ordenar la difusión de publicidad ilícita establecida en el art. 31 de la presente



ley"' en rdacÍÓn Con el artícuI° 31 le^a b) romano I(disponibilidad) de dicha ley "Lapublicidad engañosa
ofalsa, es decir cualquier modalidad de información ocomunicación de carácter publicitario, total o
parcialmentefalsa, oque de cualquier otro modo, incluso por omisión, sea capaz de inducir aerror, engaño
o confusión al consumidor, pudiendo afectar su comportamiento económico. Para determinar si una
publicidades engañosa ofalsa se tendrán en cuenta todos sus elementos yprincipalmente sus indicaciones
concernientes a: i) Las características de los bienes, actividades o servicios, tales como: (...)
disponibilidad".

2. Ahora bien, establecida la conducta ilícita, es importante hacer referencia al tema de culpabilidad -a
la vez que se da respuesta a lo alegado por la proveedora en relación aeste tema- así:

El principio de culpabilidad está reconocido por el artículo 12 Cn, que prescribe: «[fjoda persona aquien
se impute un delito, se presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme ala ley yenjuicio
público, en el que se le aseguren todas las garantías necesarias para su defensa», disposición que es aplicable
no solo en el ámbito penal, sino además en el administrativo sancionador (sentencia de inc. 3-92 Ac. 6-92 de
la Sala de lo Constitucional, doce horas del 17/12/1992).

En este sentido, la Sala de lo Constitucional respecto al principio de culpabilidad en materia
administrativa sancionadora ha expresado que «[e]l principio de culpabilidad en esta materia supone el
destierro de las diversas formas de responsabilidad objetiva, yrescata la operatividad de dolo yla culpa como
formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la máxima de una responsabilidad personal por hechos
propios, yde forma correlativa un deber procesal de la Administración de evidenciar este aspecto subjetivo
sin tener que utilizar presunciones legislativas de culpabilidad, es decir, que se veda la posibilidad de una
aplicación automática de las sanciones únicamente en razón del resultado producido» (sentencia de Inc. 18-
2008 de Sala de lo Constitucional doce horas veinte minutos del 29/04/2013).

Cabe destacar que una de la sub-categorías o corolarios del principio de culpabilidad, es la
responsabilidad por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita como se denomina en la doctrina

administrativa sancionadora. Este principio implica que lasanción únicamente puede recaer aquien en forma

dolosa o culposa haparticipado enlos hechos que configuran una acción ilícita; así lo expone Nieto al referir

que «[e]l gravamen que lasanción representa solo podrá recaer sobre aquellas [personas] que han participado

de forma dolosa o culposa en los hechos constitutivos de infracción. Por lo tanto, no es posible exigir

responsabilidad por la sola existencia de un vínculo personal con el actor o la simple titularidad de la cosa o

actividad en cuyo marco se produce la infracción. La exigenciade individualización de la sanciónsuponeun

veto a la responsabilidad objetiva» [Nieto, Alejandro, Derecho Administrativo Sancionador, quinta edición

totalmente reformada, Madrid. Editorial Tecnos, p. 329, 2011]. En este orden, conforme al principio de

culpabilidad solamente responde el administrado por sus actos propios, de este modo, se repele la posibilidad

de construir una responsabilidad objetiva o basada en la simple relación causal independiente de la voluntad

del autor. En congruencia con lo expuesto, en el Derecho Administrativo Sancionador, debe respetarse el
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principio de culpabilidad, de tal suerte que el elemento indispensable para sancionar un actuar, es la
determinación de la responsabilidad subjetiva. (Sentencia emitida en el proceso 90-2014 por la SCA, alas
catorce horas cincuenta y uno minutos del 24/10/2019).

En relación con el tema de la responsabilidad subjetiva de la proveedora denunciada, este Tribunal
considera necesario analizar si la misma ha obrado dolosa ocuando menos culposamente; es decir, que la
transgresión ala norma haya sido querida ose deba aimprudencia onegligencia. Por tanto, la existencia de
un nexo de culpabilidad constituye una condición para la configuración de la conducta sancionable.

Ahora bien, en el presente procedimiento no hay elementos suficientes como para determinar que tales
omisiones hayan sido producidas de manera dolosa. No obstante, a partir de los hechos probados y las
circunstancias en que se dieron los mismos, ha quedado establecido el cometimiento de la infracción de
manera culposa por parte de la proveedora, pues ha existido un déficit de organización, de modo que su
conducta es reprochable cuando no se toman las medidas suficientes para impedir que se cometa la infracción.
En otras palabras, la proveedora GIGI, S.A. DE C.V. no acreditó una correcta organización aefectos de
impedir la concurrencia del ilícito.

VII. PARÁMETROS PARA LA DETERMINACIÓN DE LA SANCIÓN

Como se expuso en los acápites precedentes, se estableció la comisión de la infracción grave contenida
en el artículo 43 letra g) de la LPC, lo cual se sanciona con multa hasta de doscientos salarios mínimos

mensuales urbanos en la industria (artículo 46 de la LPC); por consiguiente, es facultad de este Tribunal

determinar lasanción y cuantificar la multa que corresponda, a la luz de los parámetros establecidos en la

LPC, su reglamento y la jurisprudencia aplicable.

Así, el artículo 49 de la LPC establece los criterios para la determinación de la multa, siendo estos:

tamaño delaempresa, el impacto en los derechos del consumidor, lanaturaleza del perjuicio causado o grado

de afectación a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consumidores, el grado de intencionalidad del

infractor, el grado de participación en la acción u omisión, cobro indebido realizado y las circunstancias en

que ésta se cometa, sea el caso.

A continuación, se concretará cada uno de ellos, en lo aplicable al presente caso:

a. Tamaño de la empresa.

Según la Ley de Fomento, Protección y Desarrollo de la Micro y Pequeña Empresa (ley Mype) en su

artículo 3 define a las micro y pequeñas empresas de la siguiente manera: "Microempresa: Persona natural

o jurídica que opera en los diversos sectores de la economía, a través de una unidad económica con un nivel

de ventas brutas anuales hasta 482 salarios mínimos mensuales de mayor cuantía y hasta 10 trabajadores.

Pequeña Empresa: Persona natural o jurídica que opera en los diversos sectores de la economía, a través

de una unidad económica con un nivel de ventas brutas anuales mayores a 482 y hasta 4,817 salarios

mínimosmensuales de mayor cuantíay con un máximo de 50 trabajadores ".
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Apartir del análisis de los documentos que constan en el expediente administrativo, consistentes en: a)
declaraciones de IVA desde noviembre de 2019 hasta abril de 2022 (fs. 17-106); b) declaraciones de impuesto
sobre la renta ycontribución especial de los años 2019, 2020 y2021 (fs. 107-112); c) resolución del juez 4o
de lo Civil yMercantil de San Salvador del día 23/09/2020 (fs. 113), por medio de la cual se consigna
embargo formal en los bienes de la proveedora; yd) resolución del juez 2o de lo Civil yMercantil de San
Salvador del día 18/03/2020, mediante la cual se consigna embargo formal en contra de los bienes de la
proveedora. Se evidencia que la denunciada en las declaraciones de IVA apartir del mes de abril de 2020 ya
no generó ingresos.

Al constatar la información financiera de la proveedora-antes relacionada-, con lo establecido en el art.
3de la Ley Mype, este Tribunal concluye que la proveedora GIGI, S.A. DE C.V., cuenta con ingresos que
se equiparan a los de una microempresa, por lo que para los efectos de la cuantificación de la multa será
considerada como tal.

b. Grado de intencionalidad delinfractor.

Este Tribunal considera este elemento en el sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o cuando

menos culposamente; es decir, que la transgresión a la norma haya sido querida ose deba a imprudencia o
negligencia del sujeto. Por tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad constituye una condición para la
configuración de la conducta sancionable.

Así, en reiteradas ocasiones este Tribunal ha establecido a través de sus resoluciones, conforme a lo

dispuesto enel artículo 40 inciso segundo de la LPC, que las infracciones administrativas sonsancionables

aun a título de simple negligencia o descuido.

Eneseorden, delanálisis de loshechos y documentación agregada al expediente, esteTribunal determinó

una actuación negligente por parte de la proveedora, pues como propietaria del establecimiento, es la

principal responsable de adoptar las medidas necesarias a efecto dedar cumplimiento a las obligaciones que

impone la ley de la materia, como es la de realizar publicidad que cumpla con los parámetros legalmente

establecidos, esto es, que no sea engañosa o falsa.

c. Grado de participación en la acción u omisión.

A partir de un examen del presente expediente administrativo, queda demostrado que el grado de

participación en la infracción de la proveedora, es directa e individual, pues se acreditó que en el

establecimiento de su propiedad — Gigi Santa Ana — se cometió la acción prohibida en el artículo 31 letra

b) romano I de la LPC, consistente en realizar publicidad engañosa o falsa, específicamente en cuanto a

omitir datos fundamentales de los productos con descuento.

d. Impacto en los derechosdel consumidory naturalezadelperjuicio ocasionado.

El papel delconsumidor es esencial parael desarrollo de unaeconomía social de mercado. En efecto, la

competencia noes otracosa que la pugna entre competidores porcaptar la preferencia del mayor número de

consumidores; razón por la cual, la decisión libre del consumidor va a ser determinante en el resultado final

12



£

íico de este tipo sin entender que su figura central esde esta lucha. No es posible imaginar un sistema econom

el consumidor.

Esta función que cumple el consumidor dentro del mercado, por un lado exige al Estado que, mediante
un rol promotor, genere las condiciones para que los proveedores brinden al consumidor información veraz
acerca de los productos yservicios que ofrecen en el mercado. Por otro lado, los consumidores, conscientes
del papel que cumplen en la economía yde la trascendencia del mismo para el correcto funcionamiento del
proceso competitivo, deben tener un comportamiento activo, requiriendo de los proveedores mayor ymejor
información, a fin de que éstos mejoren la calidad de sus productos y/o servicios y, en consecuencia,
contribuyan al desarrollo de los mercados yala consolidación del sistema económico.

La obligación de brindar información veraz se sustenta en el hecho de que ésta repercute en una mayor
transparencia en el mercado, lo que asu vez facilita al consumidor la adopción de decisiones de consumo
adecuadas asus intereses, generando de este modo una mayor competencia entre los agentes económicos.

Por otra parte, en el mercado, los agentes económicos cuentan con una herramienta principal através de
lacual informan a los consumidores sobre la existencia de sus bienes y/o sus servicios. Ella es la actividad

publicitaria, la misma que consiste en dar a conocer sus ofertas ypersuadir a los consumidores para que
contraten las mismas. Sin perjuicio de lo anterior, la actividad publicitaria igualmente resulta ser una

herramienta para reducir la asimetría informativa existente entre los consumidores y los proveedores de
bienes y/o servicios, dado que procura que los destinatarios de la publicidad tomen sus decisiones de consumo
basados en la satisfacción de sus necesidades y/o el ajuste a sus intereses.

De este modo, a través de la publicidad comercial se informa al público en general, de laexistencia de

un determinado producto oservicio, lo que ayuda areducir los costos de transacción de acceder ainformación

enque deben incurrir los consumidores para adquirir y contratar bienes y servicios. La publicidad comercial

conlleva unafinalidad persuasiva quees la de atraer clientela mediante la presentación de las características

favorables yventajas de los productos o servicios ofrecidos o laexaltación de sentimientos enelconsumidor

que puedan ser vinculados con aquello que se ofrece. Finalmente, al ser la publicidad comercial parte

integrante de la actividad empresarial, es un mecanismo típico de competencia, pues constituye una de las

herramientas que disponen los oferentes para desviar la clientela hacia sus productos o servicios, y así

incrementar su participación y poder en el mercado y, consecuentemente, sus ganancias. De acuerdo a lo

anterior, la publicidad comercial resulta ser un elemento esencial para que el sistema económico funcione

adecuadamente. Es por ello que las afirmaciones que se consignen en cada uno de los elementos publicitarios

necesitan ser veraces.

En el caso concreto, es pertinente señalar que la configuración de la infracción administrativa relativa a

realizar publicidad engañosa o falsa—artículo 43 letra g) en relación al artículo 31 letra b) romano I ambos

de la LPC—transgrede el derecho de los consumidores a recibir del proveedor la información completa,

precisa, veraz, clara y oportuna que determine las características de los productos y servicios a adquirir, y si
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bien no se ha probado la configuración de un daño concreto auna persona en particular, este Tribunal reafirma
que la acción que define la infracción consiste es capaz de ocasionar un perjuicio en el colectivo de
consumidores a quienes iba dirigida lapublicidad examinada.

Conforme con la delimitación típica realizada, la imposición de la multa respectiva obedece a la
constatación de que la publicidad sea engañosa ofalsa según lo estipulado en la misma LPC, es decir, basta
con advertir que se incumple alguna de las condiciones esenciales exigidas por el art. 31 de la LPC.

En consecuencia, resulta indiferente comprobar si se ha causado un perjuicio concreto ala esferajurídica
de los destinatarios de lapublicidad, ya que el solo hecho de constatar lafalta de veracidad en lamisma causa

un perjuicio potencial capaz a inducir aerror oconfusión sobre el producto ofrecido al público.
En este punto, debe recordarse que la SCA, en su jurisprudencia, ha afirmado que el legislador,

atendiendo al bien jurídico a proteger, puede clasificar lasconductas en infracciones de lesión e infracciones

de peligro (concreto y abstracto). La ubicación de la infracción en cada clasificación dependerá de la
descripción típica que hagael legislador.

Así, las infracciones de lesión exigen demostrar la lesión efectiva al bien jurídico tutelado; las de peligro

concreto constituyen supuestos en los cuales se exige el peligro efectivo sufrido por una persona en

específico; en las de peligro abstracto el legislador, atendiendo a la experiencia, advierte una peligrosidad

general de laacción típica para un determinado bien jurídico, a partir de una valoración probabilística, por lo

que con la tipificación se dispone adelantar la barrera de protección sancionando el accionar, sinesperar la

realización de un peligro concreto de una personadeterminada o de la lesiónefectiva.

En congruencia con ello, se advierte que la infracción administrativa relativa a realizar publicidad

engañosa o falsa—artículo 43 letra g) en relación al artículo 31 letra b) ambos de la LPC— poneen peligro,

de forma abstracta, los bienes jurídicos de los consumidores, sin que sea necesaria una afectación concreta;

este criterio se sustenta en la naturaleza asimétrica del derecho de consumo y, precisamente, en la asimetría

informativa que los consumidores padecen (Sentencia emitida el 08/01/2016, emitida en el proceso

contencioso administrativo de referencia 344-2010).

En este orden de ideas, y tomando en cuenta la jurisprudencia antes referida, se puede afirmar que para

imponer la sanción respectiva en el presente caso y, además, para graduar la misma, (a) no es necesario

comprobar ni justificar una afectación concreta y material en la esfera de los consumidores, derivada de la

realización de la publicidad engañosa o falsa; (b) ni que existan denuncias de personas que hubiesen

contratado los bienes o servicios ofertados por medio de la publicidad. Así, la infracción administrativa

sancionada por el Tribunal Sancionador es una infracción depeligro abstracto: basta constatar la mera

realización de lapromoción sin cumplir con las condiciones mínimas requeridas legalmente paragenerar

el riesgo de que los consumidores consideren que se está ofreciendo un producto o servicio con

características ventajas o beneficios que en realidad no posee, durante un período que no corresponde y
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derechos del consumidor que implica la puesta en peligro de los bienes jurídicos protegidos por la LPC-.

En ese orden, es pertinente señalar que la infracción administrativa analizada aun cuando no se
materialice algún tipo de perjuicio alos consumidores, se configura con la sola inobservancia de la norma
imperativade consumo.

e. Cobro indebido realizado, las circunstancias en que esta se comete yel beneficio que obtiene el
infractor.

Este parámetro será considerado según lo establece la Sala de Constitucional en la sentencia de
inconstitucionalidad de ref. 109-2013 de fecha 14/01/2016, en la que señala que uno de los factores de
dosimetría punitiva es: "(...) el beneficio que, si acaso, obtiene el infractor con el hecho ". Conforme aello,
deberíamos tener en cuenta el volumen de ingresos de la infractora por la comercialización de los productos
promocionados, esto constituiría el beneficio ilícito obtenido por el infractor.

Así, para el caso que nos ocupa, no se cuenta con la información objetiva de los volúmenes de venta de
productos respecto de dicha publicidad yaun teniendo dicha información, esta no sería necesariamente
consecuencia directa de la conducta infractora, pues existirían otros factores como la acción de sus
promotores ola combinación de precio ycalidad ofrecidos por la infractora que pudieran intervenir. Por
tanto, una comprobación exacta de los beneficios derivados de la infracción cometida por GIGI, S.A. DE
C.V., no podría definirse objetiva eindubitablemente en términos de los ingresos derivados de las ventas por

la publicidad anunciada.

En suma, dado que no se ha podido determinar acuánto ascienden las ganancias directas obtenidas por

la proveedora como consecuencia de la implementación orealización de la publicidad falsa que ha dado lugar
a laconfiguración de lainfracción, este Tribunal procederá a imponer una multa partiendo del supuesto que

la publicidad se diseña yefectúa con el objeto de generar ganancias, es decir, es un hecho notorio que a las
empresas las define el ánimo de lucro y que las promociones buscan generar ganancias, por lo cual se tendrá

por acreditado el extremo relativo a que laproveedora efectivamente obtuvo un beneficio con lapublicidad

examinada, aspecto que serátomado en consideración para la determinación de la sanción.

/ Finalidad inmediata o mediata perseguida con la imposición de la sanción.

Mediante la multaimpuesta, esteórgano pretende disuadir a la infractora GIGI, S.A. DE C.V., quienha

cometido la infracción descrita en el artículo 43 letra g) de la LPC, con el fin de evitar futuras conductas

prohibidas en detrimento de los consumidores y que adopte las medidas necesarias a efecto de dar

cumplimiento a las obligaciones que le impone la LPC.

Además, es menester señalar que este Tribunal, con la imposición de la sanción —multa— busca

prevenir futuros incumplimientos a la LPC como el que nos ocupa, máxime cuando todo proveedor de bienes

y servicios se encuentra en la obligación de realizar publicidad de conformidad con lo dispuesto en la LPC,

es decir, la multa a imponer busca potenciar el cumplimiento de las obligaciones de información que tiene
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todo proveedor, las cuales implican la realización de la publicidad con las que pretende incrementar sus
ventas bajo los parámetros legales, es decir, con el fin de salvaguardar el interés general de los consumidores.

VIH. DETERMINACIÓN DE LA INFRACCIÓN Y CUANTIFICACIÓN DE LÁTvHrLTA~
Este Tribunal, en uso de la sana crítica -artículo 146 inc. 4o de la LPC- yhabiendo efectuado una

valoración conjunta de los criterios establecidos en el artículo 49 de la LPC -desarrollados ampliamente en
el apartado anterior—, procederá arealizar el cálculo de la multa aimponer ala infractora GIGI, S.A. DE
C.V, pues se ha determinado que ésta incurrió en el supuesto consignado en el artículo 31 letra b) romano I
de laLPC, al realizar una publicidad engañosa o falsa.

En tal sentido, habiendo concluido que la infracción cometida es una infracción grave, la cual es
sancionable con multa de 200 salarios mínimos urbanos del sector industria, conforme al artículo 46 de la
LPC; que la proveedora es una persona jurídica cuya capacidad económica es la de una microempresa, así
como su actual ydesmejorada situación económica, comprobada apartir de las declaraciones de IVA, renta
y las resoluciones emanadas en su contra provenientes de sede jurisdiccional; que en razón del grado de
intencionalidad de la conducta cometida por la proveedora no se acreditó el dolo sino negligencia; que ésta
incumplió con las obligación de realizar una publicidad bajo los parámetros legales; yque el daño oefecto
causado en los consumidores con dicha conducta fue de carácter potencial, es decir, que para la configuración
de la infracción no se requiere la comprobación de un daño oafectación concreta en un particular, sino que
basta con la constatación del incumplimiento de la relacionada obligación legal; resulta razonable la
imposición de una sanción proporcional a lasola verificación del aludido quebrantamiento.

Por otra parte, cabe mencionar, que la proveedora hamostrado una conducta procesal que evidencia el

cumplimiento de su deber de prestar colaboración en laentrega de ladocumentación que leha sido requerida.

En línea con lo expuesto, es necesario señalar, que el principio de razonabilidad establece que las

decisiones de la autoridad deben adoptarse dentro de los límites de sus facultades y manteniendo la

proporción entre los medios a empleary los fines públicos que debe tutelar. En consecuencia, este Tribunal

considera queenel presente procedimiento administrativo sancionador resulta pertinente fijar unamulta cuya

cuantía resulta idónea, necesaria y proporcional para la consecución de los fines constitucionalmente

legítimos —efecto disuasorio—, previniendo así, situaciones en donde la comisión de las conductas

prohibidas por parte de los sujetos infractores resulta más beneficiosa que el cumplimiento de la norma

misma, lo cual a su vez podría llevar a incumplir la finalidad de tutela de los derechos de información y

económicos de los consumidores.

Por tanto, a la proveedora GIGI, S.A. DE C.V., se le impone una multa de TRESCIENTOS CUATRO

DÓLARES CON DIECISIETE CENTAVOS DE DÓLAR DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

($304.17), equivalentesa un salario mínimo urbano en la industria, por la comisiónde la infracciónregulada

en el artículo 43 letra g) de la LPC por realizar publicidad engañosa o falsa, según se ha establecido en el

presente procedimiento administrativo.
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máximo estipulado por ley como consecuencia de la comis.ón de tal infracción -doscientos sálanos mmimos
usuales urbanos en la industria-, siendo ajuicio de este Tribunal, proporciona, ala gravedad que
comportan los hechos denunciados según las drcu^and^^

IX. DECISIÓN

^oTt^o^obr^Tr^dTl^^ l1' 14' 101
inciso Vde la Constitución de la República; artículos 4letra c) yd), 27 inciso 1°, 31, 40 inciso 2°, 43
letra g), 46, 49, 83 letra b), 144 ysiguientes de la LPC; artículos, 106 inciso 3o, 112, 139 y154 de la
LPA; y63 del Reglamento de la LPC, este Tribunal RESUELVE:

a) Téngase por agregada la documentación presentada por el apoderado de la proveedora la cual
consta de fs. 11-116.

b) Declárese sin lugar la excepción de prescripción alegada por la proveedora, por los motivos
expuestos en la presente resolución, específicamente en el apartado 1V.2.F.

c) Sanciónese ala proveedora GIGI, S.A. DE C.V., con la cantidad de TRESCIENTOS CUATRO
DÓLARES CON DIECISIETE CENTAVOS DE DÓLAR DE LOS ESTADOS UNIDOS DE
AMÉRICA ($304.17), equivalentes aun salario mínimo urbano en la industria —DE. N° 6del
21/12/2017, publicado en el D.O. N° 240, tomo 417 del 22/12/2017- en concepto de multa por la
comisión de la infracción regulada en el artículo 43 letra g) de la LPC, por realizar publicidad engañosa
ofalsa, conforme al análisis expuesto en el romano VI de la presente resolución ycon fundamento en
las disposiciones legales precitadas.

Dicha multa debe hacerse efectiva en la Dirección General de Tesorería del Ministerio de Hacienda,
dentro de los diez días hábiles siguientes al de la notificación de esta resolución, debiendo
comprobar aeste Tribunal su cumplimiento dentro del plazo indicado; caso contrario, la Secretaría de
este Tribunal certificará la presente resolución para ser remitida a la Fiscalía General de la

República para su ejecución forzosa.

d) Tome nota la Secretaría de este Tribunal del medio técnico señalado por la proveedora a efecto

de recibir notificaciones.

e) Notifíquese.

INFORMACIÓN SOBRE RECURSO

La presente resolución no admite recurso, de conformidad con lo expuesto en el artículo 167 inciso

3o de laLey de Procedimientos Administrativos, según el cual: "Los actos y resoluciones dictados con

posterioridad a laentrada en vigencia de esta ley, se regirán en cuanto alrégimen de recursos, por las

disposiciones de la misma."; en relación con el artículo 158 N° 5 del mismo cuerpo normativo, que
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dl¡pone: "La resolución por la que se decida tramitar el expediente mediante el procedimiento
simplificadoyla resolución que ponefin alprocedimientMo admitirán ningún recurs^^

José Leoisick Castro
Presidente

PRONUNCIADO POR LOS iWlEMBRG^EL
DEL CONSUMIDOR QUE LA/SUSCMBEN.
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Segundo voaal
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